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DERECHO DE PETICIÓN/ PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ AUDIENCIA FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN/ REALIZADA EL 10 DE MAYO DE 2018/ HECHO SUPERADO
En tal virtud, en el caso que nos ocupa, y una vez revisadas las piezas procesales allegadas a la presente demanda, esta Sala advierte que no le asiste al actor en solicitar la protección de su derecho fundamental del petición o información, toda vez que, que la Fiscalía 16 Seccional de esta ciudad tramitó su solicitud cuando le envió el oficio del 10 de mayo de 2018 (Fl. 5), además, de haberle formulado cargos por los delitos dentro de la investigación que actualmente cursa en su contra.

 (…)

Significa lo anterior,  que al haberse realizado el propósito de la demanda tutelar, como lo es que  se llevara la audiencia de formulación de imputación por parte de la Fiscalía 16 Seccional de esta ciudad, cualquier pronunciamiento que al respecto emita el juez constitucional no sería útil, ya que el motivo que llevó al señor Villanueva Grajales a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocados.
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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el  señor Óscar Asdrúbal Villanueva Grajales  en contra de la Fiscalía 16 Seccional y el Centro de Servicios Judiciales, ambos de esta ciudad, por considerar vulnerado su derecho fundamentales al debido proceso. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Del escrito introductorio de la demanda de tutela, se extrae que el señor Óscar Asdrúbal Villanueva Grajales se encuentra recluido en el establecimiento carcelario de Popayán, Cauca, por cuanto se encuentra desde el año 2009 purgando una pena de 30 años, sin que a la fecha hubiera podido acceder a la fase de mediana seguridad por cuanto fue informado que en su contra existe una investigación por hechos ocurridos en el año 2009, la cual cursa en la Fiscalía 16 Seccional de Pereira, autoridad a la cual solicitó el archivo de esas diligencias, sin que a la fecha hubiera recibido una respuesta eficaz, en el sentido de que se archiven las mismas o se le condene para acceder a una futura acumulación.  

Señaló el accionante que no ha sido notificado de la audiencia de formulación de imputación, lo que considera una vulneración tanto a su derecho fundamental al debido proceso como el de información al no tener conocimiento de su situación jurídica. 

Indicó que al ser una investigación de hace 9 años, la misma debe ser archivada “por vencimiento de términos” (sic) o se tomen las medidas que al respecto se considere.

Solicitó que se ampare su derecho fundamental al debido proceso y que se tenga en cuenta la respuesta al derecho de petición en el que le informaron sobre la investigación antes aludida, sin que a la fecha le hubieran notificado audiencia alguna y en tal sentido, se archive la misma  (Fl. 1-4).

Adjuntó copia de la respuesta emitida por el Asistente de la Fiscalía 16 Seccional del 10 de mayo de 2018 (Fl. 5).

2.2. Mediante auto del 4 de septiembre de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo,  se ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía accionada, al Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de esta capital y se dispuso vincular al trámite al Director Seccional de Fiscalías de Risaralda. (Fl. 8).

3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1.  DIRECTOR DEL CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES SPA

Informó que una vez revisado el aplicativo Siglo XXI, se halló que bajo el radicado No.660016000035200900222 se adelantó un proceso en contra del accionante por el delito de homicidio, el cual fue remitido a los juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad el 28 de junio de 2010.  

Indicó que el 22 de febrero de 2018 el delegado de la FGN radicó una solicitud de formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, la cual fue asignada al Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantía; sin embargo, el 21 de marzo siguiente, fue retirada la misma, no existiendo a la fecha otra clase de solicitud de audiencia pendiente  (Fl. 18).

3.2. DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALIAS DE RISARALDA

Señaló que revisado el SPOA de la FGN, se encontró que bajo el radicado No.66001600035200900222 existe una investigación activa en la Fiscalía 16 Seccional en contra del señor Óscar Asdrúbal Villanueva Grajales, por el delito de tentativa de homicidio, por hechos ocurridos el 19 de enero de 2009, la cual cursa en ese despacho y la que se encuentra pendiente de llevar a cabo la audiencia de formulación de imputación, solicitud que fue radicada en el Centro de Servicios Judiciales de esta ciudad el 22 de febrero de 2018 (Fl. 19 frente).

Indicó que se corrió traslado de la presente demanda a la Fiscalía 16 Seccional para que se pronunciaran al respecto, de lo cual adjuntó una copia (Fl. 19 vuelto).   

3.3.  FISCALÍA 16 SECCIONAL DE PEREIRA

3.3.1. Informó que a ese despacho le correspondió la investigación del homicidio del señor Julián David Peláez Aricapa, en hechos ocurridos con arma de fuego el 19 de enero de 2009, con radicado No.66001600035200900222, donde aparece como indiciado el señor Óscar Asdrúbal Villanueva Grajales.  Frente a los hechos de la presente demanda, indicó los siguientes:
· El 19 de enero de 2018 el INPEC solicitó información acerca de las investigaciones que el accionante pudiera tener en ese despacho, ya que el mismo había requerido acceder a beneficios administrativos.

· El 30 de abril de 2018 el accionante presentó un derecho de petición en el entendido de que el proceso 2009-00222 fuera precluido, al que se le respondió que el 10 de mayo siguiente, que se iba a formular imputación y  solicitar medida de aseguramiento.

· La audiencia de formulación de imputación se ha programado en varias oportunidades, pero por la distancia y las comunicaciones no ha sido posible su realización. Dicha diligencia está señalada para el martes 11 de septiembre de 2018 a las 3:00 p.m., la cual se hará de manera virtual ante el Juzgado 3o Penal Municipal con funciones de control de Garantías de esta ciudad.

Señaló que como el actor no está privado de la libertad por ese despacho, ni está vinculado, ni sindicado, la investigación no debe tener injerencia frente las actuaciones administrativas relacionadas con las fases de la ejecución de la pena que purga, la que es de 30 años de prisión, según informa el mismo accionante.  De tal manera, que en su caso se deben tener en cuenta el cumplimiento de los requisitos del Decreto 1069 de 2015 para acceder a  los beneficios que el señor Villanueva Grajales, por lo tanto, al no estar en calidad de sindicado, no existe impedimento para que el INPEC impida sus permisos.
Consideró que al accionante se le suministró oportunamente la información que presentó ante ese despacho, al indicársele que no se precluiría la investigación sino que se le formularía imputación, de tal manera, que no es viable la acumulación de penas   (Fls. 20 y 21).  
Allegó copia del expediente aludido (Fls.22-74). 

3.3.2. Posteriormente, el delegado de dicha Fiscalía allega otro escrito, el cual fue recibido en la Secretaría de esta Sala el 13 de septiembre del año que avanza, en el que dio a conocer que el 11 de septiembre pasado, se llevó a cabo la audiencia de formulación de imputación en contra del señor Óscar Asdrúbal Villanueva Grajales, por el delito de tentativa de homicidio del señor Julián David Peláez Aricapa, en hechos ocurridos el 19 de enero de 2009, dentro del proceso radicado No.660016000035200900222.  Dicho acto se celebró ante el Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de manera virtual.  
Por lo tanto, consideró que en este caso se configuraba un hecho superado, por lo que solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela (Fl. 75).

3.3.3. Se allegó copia del acta expedida por la Jueza 3ª Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta capital, de la audiencia de formulación de imputación celebrada el 11 de septiembre de 2018, en la que se advierte que al accionante se le formularon cargos por la conducta punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego y municiones verbo rector “portar”, consagrado en el artículo 365 del C.P. en concurso con el de tentativa de homicidio tipificado en el artículo 103 del C.P. a quien se le ofreció una rebaja de la pena de hasta el 50%. El señor Villanueva Grajales no aceptó los cargos.  Por su parte, el delegado de la Fiscalía 16 Seccional retiró la solicitud de medida de aseguramiento (Fl.76).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1o del Decreto 1382 de 2000 y el Decreto 1983 de 2018.

4.2.   La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3. El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 5o establece cuando procede la tutela, así: “ARTICULO 5°-Procedencia de la acción de tutela. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2o de esta ley.  También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito".

4.4. A su turno el artículo 6o del decreto 2591 de 1991 numeral primero dispone que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional1 ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos.  En el último caso se ha expresado que la tutela procederá, ordinariamente como mecanismo transitorio, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Las personas que se encuentran privadas de la libertad son titulares de todos los derechos constitucionales consagrados en la Constitución Política, pues su fundamento y fin se encuentra en el respeto de la dignidad humana, mandato absoluto de nuestra Carta Política, sentido de toda la organización estatal, y atributo del ser humano que no se pierde por la comisión de un delito y la consecuente imposición de una condena penal.   En virtud de lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia T-825 de 2009 señaló: 

“la persona privada de la libertad se encuentra, por una parte, en un estado de vulnerabilidad, derivado de las limitaciones impuestas a algunos de sus derechos fundamentales, y por otra, en una situación de especial sujeción frente al Estado.

Esa doble condición del interno crea, a su turno, obligaciones positivas en cabeza de la Administración, que se concretan en el respeto y promoción de los derechos fundamentales que no son susceptibles de suspensión, y en la obligación de adoptar medidas para lograr la máxima efectividad de aquellos derechos que sufren restricciones en razón a la naturaleza de la pena. Las implicaciones jurídicas de la relación de especial sujeción del interno frente al Estado fueron claramente destacadas por la Corporación en la sentencia T-881 de 2002[8]:
“A partir de las consideraciones generales expuestas, la Corte Constitucional ha señalado que el derecho de petición no es susceptible de restricción alguna en razón a la imposición de una pena privativa de la libertad. En efecto, la Corporación ha ido más allá, al considerar que este derecho adquiere especial trascendencia para este grupo de la población, pues constituye el principal -en ocasiones el único- mecanismo jurídico con el que cuentan los internos para perseguir el cumplimiento de los deberes especiales del Estado, derivados de la relación de especial sujeción a la que se ha hecho referencia. Esta posición  fue ilustrada con especial claridad en la sentencia T-705 de 1996, en los siguientes términos:
 
“El derecho de petición (C.P., artículo 23) es uno de aquellos derechos fundamentales que los reclusos ostentan en forma plena, vale decir, que no está sometido a ningún tipo de limitación o restricción en razón de la situación de privación de la libertad a que se encuentran sometidas estas personas. Lo anterior se deriva de la naturaleza misma de la relación de especial sujeción que vincula al interno a la administración carcelaria. En efecto, como antes se anotó, el recluso se encuentra inserto dentro de la señalada administración, de la cual dependen, por completo, sus situaciones vitales. La vida del interno, incluso en sus aspectos más mínimos, está supeditada al buen funcionamiento y a las decisiones de las autoridades penitenciarias y carcelarias. Para resolver sus problemas y encontrar respuestas a las inquietudes que la vida en cautiverio le plantea, el recluso sólo puede recurrir a la administración dentro de la cual se encuentra integrado. En este orden de ideas, la única razón que justificaría una eventual limitación del derecho fundamental de petición de un recluso consistiría en que el titular del mencionado derecho abusara de éste en detrimento de los derechos fundamentales de otras personas (C.P., artículo 95-1).”  
 
En cuanto al contenido de este derecho, en el marco de la ejecución de una pena de prisión, la Corte ha decantado las siguientes subreglas y/o principios: (i) las autoridades carcelarias deben responder las solicitudes de los internos de manera completa y oportuna, aunque no necesariamente en sentido favorable; (ii) los funcionarios competentes están en la obligación de evitar dilaciones injustificadas al responder las peticiones; (iii) la respuesta requiere una motivación razonable, independientemente del sentido de la decisión; (iv) ante la existencia de dificultades administrativas que impidan a las autoridades dar respuesta dentro del término legal, estas tienen la carga de demostrar que se trata de obstáculos irresistibles, que hacen materialmente imposible, dar respuesta oportuna a lo requerido; (v)  cuando un interno solicita beneficios administrativos, el centro penitenciario, así como los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, deben dar respuesta en los términos previstos por la ley, sin que sea legítimo oponer un “sistema de turnos” para la atención de cada solicitud[22]; (vi) si quien recibe la petición no tiene competencia para responderla, debe remitir los documentos pertinentes al órgano o funcionario competente[23].”
4.6 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

4.6.1.  Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados y vinculado vulneraron derechos fundamentales al señor Óscar Asdrúbal   Ochoa Aguirre, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo. O si en este caso en concreto, se configura un hecho superado por carencia actual de objeto.

4.6.2.  En el caso sub examine, la Sala observa que el señor Óscar Asdrúbal  Villanueva Grajales, quien se encuentra recluido en el centro carcelario de Popayán, acudió al juez constitucional con el fin de solicitar que se ordene a la Fiscalía 16 Seccional de Pereira que  archive la investigación bajo el radicado No. No.66001600035200900222 que se sigue en su contra por hechos ocurridos en el año 2009 o que se emita la condena respectiva con el fin de solicitar acumulación de penas y así acceder a los beneficios en la fase de mediana seguridad.  Así mismo, mencionó el actor que a la fecha no ha sido notificado de la audiencia de formulación de imputación, de la que tiene conocimiento está pendiente, según se lo informó la Fiscalía accionada en la respuesta a un derecho de petición que el mismo había enviado a ese despacho,  lo que considera una vulneración tanto a su derecho fundamental al debido proceso como el de información, pues desconoce su situación jurídica.

4.6.3.  Ahora bien, dentro de la foliatura se pudo establecer que el delegado de la Fiscalía 16 Seccional formuló imputación al señor Villanueva Grajales por el concurso de las conductas punibles de porte de armas de fuego y homicidio en grado de tentativa ante el Juzgado 3º Penal Municipal con Función de Control de Garantías, audiencia que se celebró el pasado 11 de septiembre de 2018, de manera virtual, con la participación de los intervinientes, entre ellos con la defensora del señor Villanueva Grajales, tal como se desprende del acta de esa vista pública (Fl.  ).  De tal manera, que se puede determinar que el proceso radicado al No.66001600003520090022 se encuentra en trámite y en tal sentido, no hay lugar al archivo de las diligencias por parte del ente persecutor, tal como lo sugirió el actor en su demanda de amparo.

4.6.4.  En tal virtud, en el caso que nos ocupa, y una vez revisadas las piezas procesales allegadas a la presente demanda, esta Sala advierte que no le asiste al actor en solicitar la protección de su derecho fundamental del petición o información, toda vez que, que la Fiscalía 16 Seccional de esta ciudad tramitó su solicitud cuando le envió el oficio del 10 de mayo de 2018 (Fl. 5), además, de haberle formulado cargos por los delitos dentro de la investigación que actualmente cursa en su contra.
4.6.5. Ahora bien, en lo concerniente a lo señalado por el accionante en cuanto a que no ha podido acceder a la fase de mediana seguridad, esta Colegiatura considera que esa es una manifestación propia del sistema de tratamiento penitenciario que propende por la preparación del interno para acceder a los beneficios administrativos, los cuales se desarrollan principalmente por las autoridades penitenciarias y el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad. De tal manera, que esta Sala no hará ningún pronunciamiento al respecto, máxime que dentro de la foliatura no se advierte petición del accionante pendiente de resolver frente al tema de acumulación de penas o del cambio de fase de la ejecución de la pena.
4.6.6.  Así las cosas, esta instancia en sede de tutela no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger el derecho fundamental de petición  invocado por la señora Giraldo, lo que encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-727 de 2010 reiteró lo siguiente:

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. ”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto v. de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes [...]” 
(Subrayas nuestras)
4.6.7.  Significa lo anterior,  que al haberse realizado el propósito de la demanda tutelar, como lo es que  se llevara la audiencia de formulación de imputación por parte de la Fiscalía 16 Seccional de esta ciudad, cualquier pronunciamiento que al respecto emita el juez constitucional no sería útil, ya que el motivo que llevó al señor Villanueva Grajales a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocados.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada por el señor Óscar Asdrúbal   Villanueva Grajales   con contra de la Fiscalía 16 Seccional y el Centro de Servicios Judiciales, ambos de esta capital. 

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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